
 Ley d el Proceso Penal  para el Estado d e Guanajuato  
 
H. CONGRESO DEL ESTADO DE GUANAJUATO Expidió: LXI Legislatura 

Secretaria General Publicada: P.O. Núm. 141, Tercera Parte, 03-09-2010 

Instituto de Investigaciones Legislativas Última Reforma: P.O. Núm. 105, Segunda Parte, 01-06-2016 

 

Página 1  de 159  

 

LEY DEL PROCESO PENAL  

PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO  

 

 
JUAN MANUEL OLIVA RAMÍREZ, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

GUANAJUATO, A LOS HABITANTES DEL MISMO SABED:  
 

QUE EL H. CONGRESO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUANAJUATO, HA TENIDO A 
BIEN DIRIGIRME EL SIGUIENTE:  

 
DECRETO NÚMERO 80  

 
LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE GUANAJUATO, D  E C R E T A:  

 

 

LEY DEL PROCESO PENAL  

PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO  

 

 

LIBRO PRIMERO  

DISPOSICIONES GENERALES  

 

TÍTULO PRIMERO  

DISPOSICIONES GENERALES  

 

Capítulo Único  

Objeto de la Ley, Principios, Derechos y Garantías  

 

Objeto de la ley  

Artículo 1. Las disposiciones de la presente ley son de orden público y tienen por 

objeto regular el proceso penal acusatorio y oral en el Estado de Guanajuato, en los términos 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política para  el 

Estado de Guanajuato.  

 

Finalidad del proceso  

Artículo  2. El proceso penal tiene por finalidad esclarecer los hechos para determinar 

si se ha cometido un delito, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 

que los daños causados po r el delito se reparen, para garantizar la justicia en la aplicación del 

derecho y restaurar la armonía social.  

 

Debido proceso  

Artículo  3. A nadie se le puede aplicar una sanción penal o una medida de seguridad, 

sino mediante una sentencia firme obtenida  en un proceso, tramitado con arreglo a este 

ordenamiento, y  de manera pronta, completa e imparcial, en un marco de respeto irrestricto 

a los derechos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 

Tratados Internacionales, la  Constitución Política para el Estado de Guanajuato y las leyes.  

 

Observancia de principios, derechos y garantías  



 Ley d el Proceso Penal  para el Estado d e Guanajuato  
 
H. CONGRESO DEL ESTADO DE GUANAJUATO Expidió: LXI Legislatura 

Secretaria General Publicada: P.O. Núm. 141, Tercera Parte, 03-09-2010 

Instituto de Investigaciones Legislativas Última Reforma: P.O. Núm. 105, Segunda Parte, 01-06-2016 

 

Página 2  de 159  

 

Artículo  4. Los principios, derechos y garantías previstos por este ordenamiento deben 

ser observados en todo proceso como consecuencia del c ual pueda resultar una sanción penal, 

medida de seguridad o cualquier otra resolución que afecte derechos.  

 

Principios del proceso acusatorio  

Artículo 5. El proceso es acusatorio y oral y se rige por los principios de publicidad, 

contradicción, concentrac ión, continuidad, inmediación, y por los que emanen de este 

ordenamiento, en las formas que el mismo determine.  

 

Ningún juzgador  puede tratar asuntos que estén sometidos a proceso con ninguno de 

los intervinientes sin que estén presentes los otros, respet ando en todo momento el principio 

de contradicción, salvo lo que establece este ordenamiento o las demás leyes.  

 

Oralidad y registro de los actos procesales  

Artículo  6.  El proceso se desarrollará a través de audiencias o actuaciones orales, 

salvo los casos de excepción previstos en este ordenamiento.  

 

Cuando un acto procesal pueda realizarse por escrito u oralmente, se preferirá, si no 

conlleva atraso a la sustanciación del proceso, realizarlo oralmente. Para ello las peticiones 

que pueden esperar a la celebración de una audiencia oral, se presentarán y resolverán en 

ella. Cuando sean presentadas en las audiencias, en ellas se resolverán.  

 

Los jueces no pueden suspender l as audiencias para que se presenten por escrito las 

peticiones de las partes.  

 

Los actos se pueden documentar por escrito, por imágenes o sonidos. Cuando se pueda 

optar por la grabación de imágenes y sonidos, la diligencia se preservará de esa forma.  

 

Las audiencias se registrarán en videograbación, audiograbación o cualquier medio 

apto, para producir seguridad en las actuaciones e información que permitan garantizar su 

fidelidad, integridad, conservación, reproducción de su contenido y acceso a las mismas,  a 

quienes de acuerdo a la ley tuvieren derecho a ello.  

 

Las partes y las autoridades que legalmente lo requieran, pueden solicitar copia e 

informes de los registros conforme a  lo dispuesto en este ordenamiento.  

 

Si el estado del proceso no lo impide, ni obstaculiza su normal sustanciación, el tribunal 

podrá ordenar la expedición de copias, informes o certificaciones que hayan sido pedidos por 

una autoridad o por los intervinientes que acrediten su legitimación para obtenerlos.  

 

Principio de publicidad  

Art ículo  7. Las audiencias son públicas.  

 

Los tribunales pueden restringir la publicidad o limitar la difusión por los medios de 

comunicación masiva cuando:  

 

I.  Se pueda perjudicar el normal desarrollo del proceso;  
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II.  Existan razones de seguridad nacional, seguridad pública, protección de las víctimas, 

testigos y menores de edad o se ponga en riesgo la revelación de datos legalmente 

protegidos; o  

 

III.  Se estime que existen razones fundadas para justificarlo.  

 

Continuidad, concentración e inmediación  

Artículo 8.  Las audiencias deben realizarse de manera continua, preferentemente en 

un mismo acto; si ello no fuere posible se hará en actos consecutivos, sin perjuicio de que el 

juez que las dirija excepcionalmente las suspenda por el término y condiciones que esta l ey 

disponga. Asimismo, de estimarse necesario podrá decretarse recesos.  

 

Los jueces presidirán en su integridad el desarrollo de las audiencias y por ningún 

motivo podrán delegar sus funciones.  

 

Los jueces son fedatarios de sus actos y resoluciones.  

 

Sup letoriedad  

Artículo 9.  Son de aplicación supletoria las normas relacionadas de los Códigos Civil y 

Procesal Civil para el Estado de Guanajuato.  

 

Derecho al juez predeterminado por la ley  

Artículo  10. Nadie puede ser juzgado por jueces nombrados especialme nte para el 

caso.  

 

Justicia pronta  

Artículo  11. Toda persona tiene derecho a ser juzgada y a que se resuelva en forma 

definitiva acerca de la imputación que recae sobre ella en los plazos que se establecen en la 

Constitución Política de los Estados Unidos  Mexicanos.  

 

Las autoridades judiciales, ministeriales y demás servidores públicos deben resolver 

las solicitudes con prontitud, sin dilaciones injustificadas.  

 

Presunción de inocencia  

Artículo  12. Toda persona se presume inocente en todas las etapas del proceso, 

mientras no se declare su responsabilidad en sentencia firme, conforme a las reglas 

establecidas en este ordenamiento. En caso de duda, se estará a lo más favorable para el 

inculpado.  

 

En l a aplicación de la ley penal es inadmisible la presunción de culpabilidad.  

 

Hasta que se dicte sentencia firme, ningún servidor público podrá presentar a una 

persona como culpable ni brindar información sobre ella en ese sentido.  

 

En los casos del sustraí do a la acción de la justicia, se admitirá la publicación de los 

datos indispensables para su aprehensión por orden judicial.  

 

Principio de la carga de la prueba  
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Artículo  13. Corresponde a la parte acusadora la carga de la prueba para demostrar 

la existencia del hecho punible y la culpabilidad de quien intervino en él.  

 

Derecho de libertad personal  

Artículo  14. Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad personal.  

 

Nadie puede ser privado de su libertad sino en virtud de orden de aprehe nsión fundada 

y motivada por autoridad judicial, salvo el caso de flagrancia en los términos de esta ley.  

 

Durante el proceso, las medidas cautelares restrictivas de la libertad serán sólo las 

establecidas por este ordenamiento, las que tendrán carácter e xcepcional y su aplicación debe 

ser proporcional al bien que se trata de resguardar.  

 

Dignidad de la persona  

Artículo  15. Toda persona tiene derecho a que se respete su dignidad humana, su 

seguridad y su integridad física, psíquica y moral.  

 

Nadie puede ser sometido a incomunicación, intimidación, torturas ni a otros tratos 

crueles, inhumanos o degradantes. La restricción de las comunicaciones sólo podrá ordenarse 

conforme a las disposiciones de este ordenamiento.  

 

Derecho a la defensa  

Artículo  16. La defensa es un derecho en toda etapa del proceso. Corresponde a las 

autoridades ministerial y judicial garantizarla sin preferencias ni desigualdades.  

 

Con las excepciones previstas en esta ley, el inculpado tendrá derecho a intervenir en 

todos los acto s procesales y a formular las peticiones y observaciones que considere 

oportunas, sin perjuicio de que la autoridad competente ejerza el poder disciplinario cuando 

se perjudique el curso normal del proceso.  

 

Defensa técnica  

Artículo  17. Desde el momento e n que una persona es detenida o se apersone en la 

investigación preliminar tiene derecho a una defensa adecuada, la cual comprende como 

elementos esenciales:  

 

I.  Estar asistido por un abogado defensor de su confianza que elija, y a comunicarse libre 

y privad amente con éste; en caso de no elegirlo, se le asignará un defensor público;   

 

II.  Ser informado de los hechos que se le atribuyen y los derechos que le asisten; y  

 

III.  Tener acceso a los registros de la investigación, consultarlos y disponer del tiempo y 

los med ios adecuados para la preparación de su defensa.  

 

El derecho a la defensa adecuada es irrenunciable y su violación por parte de la 

autoridad  producirá la nulidad absoluta de las actuaciones respectivas.  

 

Los derechos del inculpado podrán ser ejercidos dir ectamente por su abogado defensor, 

salvo aquellos de carácter personal o cuando exista una reserva expresa en la ley. Asimismo, 
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para renunciar a derechos disponibles, el defensor deberá contar con el consentimiento 

expreso de su defendido. En caso de confl icto, prevalecerá la decisión informada de este 

último.  

 

Los miembros de pueblos o comunidades indígenas a quienes se impute la comisión de 

un delito deben contar preferentemente con un abogado defensor que tenga conocimiento de 

su lengua y cultura.  

 

En caso de extranjeros, la autoridad tiene obligación de avisar a su representación 

consular por conducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores.  

 

Principio de objetividad  

Artículo  18. Desde el inicio del proceso y a lo largo de su desarrollo las autoridades 

deben considerar en sus decisiones, tanto las circunstancias perjudiciales para el inculpado, 

como las favorables a él.  

 

Independencia judicial  

Artículo 19. En el ejercicio de su fu nción, los jueces deben actuar con independencia 

de los otros poderes u órganos del Estado, de toda injerencia que pudiere provenir de los 

demás integrantes del Poder Judicial y de la ciudadanía en general.  

 

En caso de interferencia en el ejercicio de su función, proveniente de otro Poder del 

Estado, del propio Poder Judicial o de la ciudadanía, el juez o tribunal deberá informar sobre 

los hechos que afecten su independencia al Consejo del Poder Judicial del Estado o, en su 

caso, al Pleno del Supremo Tribu nal de Justicia. El órgano correspondiente deberá adoptar las 

medidas necesarias para que cese la interferencia, independientemente de las sanciones que 

correspondan al responsable de la misma.  

 

Ejercicio exclusivo de la función judicial  

Artículo 20. Sólo a la autoridad judicial le corresponde el juzgamiento de las causas, 

así como la reapertura de las terminadas por decisión firme. Los otros órganos del Estado en 

ningún caso podrán interferir en el desarrollo del proceso.  

 

Deber de colaboración  

Artículo 2 1. Todas las autoridades están obligadas a prestar la colaboración que la 

autoridad ministerial y la judicial requieran en el ejercicio de sus funciones y deberán cumplir 

y hacer cumplir lo dispuesto por éstas.  

 

Fundamentación y motivación  

Artículo  22. Las autoridades ministerial y judicial están obligadas a fundamentar y 

motivar en los hechos sus decisiones de la manera que en cada caso  señale este 

ordenamiento.  

 

La simple relación de las pruebas, la mención de los requerimientos, argumentos o 

pretension es de las partes o de afirmaciones dogmáticas o fórmulas genéricas o rituales no 

reemplazan en ningún caso la fundamentación ni la motivación.  
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El incumplimiento de esta garantía es motivo de impugnación conforme a lo previsto 

en este ordenamiento.  

 

Derec ho a la intimidad y a la privacidad  

Artículo 23. Debe respetarse el derecho a la intimidad del inculpado y de cualquier 

otra persona, en especial la libertad de conciencia, el domicilio, la correspondencia, los papeles 

y otros objetos privados, así como la s comunicaciones privadas de toda índole, salvo los casos 

autorizados por este ordenamiento.  

 

Sólo con autorización del juez competente y a petición del Ministerio Público se puede 

intervenir la correspondencia, las comunicaciones telefónicas y electrónic as, catear domicilios 

u otros lugares.  

 

Los jueces podrán admitir, como medio de prueba, las comunicaciones grabadas entre 

particulares únicamente, cuando éstas sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los 

que participaron en ellas y no hayan sido obtenidas de manera ilícita. Los jueces valorarán su 

alcance, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. 

En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que 

establecen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano s y la Constitución Política 

para el Estado, este ordenamiento y las demás leyes.  

 

Derecho de igualdad ante la ley  

Artículo 24. Todas las personas son iguales ante la ley y deben ser tratadas conforme 

a las mismas reglas.  

 

Los jueces, el Ministerio Públi co y la policía deben tomar en cuenta las condiciones 

particulares de las personas y del caso, pero no actuarán con implicaciones discriminatorias 

sobre la base del origen étnico, nacionalidad, género, edad, discapacidad, condición social, 

condiciones de s alud, religión, opiniones, preferencias, estado civil o cualquier otra 

circunstancia, calidad o condición.  

 

Los jueces deben preservar el principio de igualdad procesal.  

 

Efecto excluyente de la cosa juzgada  

Artículo  25. Nadie puede ser juzgado dos veces por los mismos hechos, ya sea que 

en el juicio se le absuelva o se le condene. Lo mismo aplica para los casos de sobreseimiento.  

 

No se pueden reabrir los procesos concluidos, salvo la revisión prevista en esta ley.  

 

Licitud probatoria  

Artículo  26. Los m edios de prueba sólo tienen valor si han sido hallados, obtenidos, 

procesados, trasladados, producidos, reproducidos y aportados por medios lícitos y 

desahogados en el proceso del modo que autoriza esta ley.  

 

No tiene valor la prueba obtenida mediante tort uras, amenazas, o violación de los 

derechos fundamentales de las personas, ni la obtenida a partir de información originada en 

un procedimiento o medio ilícito, salvo lo dispuesto por este ordenamiento.  
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Deberes de protección y de solicitar la reparación d el daño  

Artículo  27. El Ministerio Público debe garantizar la protección de las víctimas u 

ofendidos, testigos y en general todos los sujetos que intervengan en el proceso, con la 

obligación de los jueces de vigilar su buen cumplimiento.  

 

El Ministerio Pú blico debe solicitar la reparación del daño, sin menoscabo de que la 

víctima u ofendido la pueda pedir directamente.  

 

Justicia restaurativa  

Artículo  28. El proceso penal se orienta por el principio de justicia restaurativa, 

entendido como todo procedimiento en el que la víctima u ofendido y el inculpado o 

sentenciado, participan conjuntamente, de forma activa, en la resolución de las cuestiones 

derivadas d el delito, en busca de un resultado restaurativo.  

 

Se entiende por resultado restaurativo, el acuerdo encaminado a atender las 

necesidades y responsabilidades individuales y colectivas de las partes y a lograr la integración 

de la víctima u ofendido y del inculpado a la comunidad, en busca de la reparación , la 

restitución y el servicio a la comunidad.  

 

Se emplearán preferentemente la mediación y la conciliación, como mecanismos 

alternativos de solución de controversias, para lograr resultados restaurativos.  

 

 

TÍTULO SEGUNDO  

ACTORES Y PARTES PROCESALES  

 

Capítulo I  

Actores y Partes Procesales  

 

Actores procesales  

Artículo 29. Son actores procesales:  

 

I.  El juez o tribunal;  

 

II.  El Ministerio Público o el acusador particular, cuando así proceda;  

 

III.  El inculpado y su defensor;  

 

IV.  La víctima o el ofendido, cuando no actúen  como acusador particular;  

 

V.  El tercero civilmente responsable; y  

 

VI.  Los demás intervinientes.  

 

Partes procesales  

Artículo 30. Son partes procesales:  

 

I.  El Ministerio Público;  
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II.  El acusador particular, en su caso;  

 

III.  El inculpado y su defensor; y  

 

IV.  El tercero civilmente responsable en los términos de este ordenamiento.  

 

 

Capítulo II  

Disposiciones Comunes a los Actores y Partes Procesales  

 

Deber de lealtad y buena fe  

Artículo  31. Los intervinientes deberán actuar con lealtad y buena fe, evitando los 

planteamientos dilatorios, engañosos, meramente formales y cualquier abuso de las 

facultades que este ordenamiento les concede.  

 

Las partes, así como la víctima u ofendido, no podrán designar durante el desahogo de 

las audiencias, apoderados o defensores q ue se hallaren comprendidos, respecto del juez 

interviniente, en una notoria relación de obligarlo a excusarse.  

 

Los jueces y tribunales vigilarán la regularidad del proceso, el ejercicio correcto de las 

facultades procesales y la buena fe.  

 

Reglas especia les de actuación  

Artículo  32. Cuando las circunstancias del caso ameriten adoptar medidas especiales 

para asegurar la regularidad y buena fe en el proceso, el juez o el presidente del tribunal 

podrán convocar a las partes a fin de acordar reglas particular es de actuación sin contravenir 

la ley.  

 

Medidas disciplinarias  

Artículo  33. Cuando se compruebe que las partes o sus representantes han actuado 

con temeridad, evidente mala fe, han realizado gestiones asumiendo actitudes dilatorias o 

cometido falta grave,  sin perjuicio de otro tipo de responsabilidades, el tribunal podrá 

apercibirlas y en caso de persistencia, podrá imponer una multa de hasta doscientas veces la 

Unidad de Medida y Actualización diaria.  
Párrafo  reformad o P.O. 01 -07 -201 6  

 

Cuando el tribunal estime que existe la posibilidad de imponer multa, dará traslado al 

presunto infractor, a efecto de que se manifieste sobre la falta y ofrezca los medios de prueba 

de descargo, que se recibirán y desahogarán de inmediato. Si el hecho ocurre en audiencia, 

el procedimiento se realizará en ella.  

 

Quien resulte sancionado será requerido para que cubra la multa en el plazo de tres 

días. Si no lo hiciere, se expedirá comunicación a la autoridad fiscal estatal con los insertos 

necesarios para que la haga efectiva.  

 

Las faltas de los agentes del Ministerio Público y de los defensores públicos, además, 

serán comunicadas a sus superiores jerárquicos.  
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Contra la resolución que imponga esta medida disciplinaria, el sancionado podrá 

interponer recurso de revocación.  

 

Asistentes  

Artículo  34 . Las partes podrán designar asistentes para que colaboren en su tarea. 

En tal caso, asumirán la responsabilidad por su elección y vigilancia.  

 

Se permitirá a los asistentes concurrir a las audiencias, pero sólo cumplirán tareas 

acces orias y no podrán sustituir a quienes ellos auxilian.  

 

Esta norma regirá también para la participación de los estudiantes que realicen su 

práctica jurídica.  

 

Consultores técnicos  

Artículo  35. Si por las particularidades del caso, el Ministerio Público o alguno de los 

intervinientes consideran necesaria la asistencia de un consultor en una ciencia, arte o técnica, 

así lo plantearán al juez o tribunal. El consultor técnico podrá acompañar en las audiencias a 

la parte con quien colabora, para apoyarla técnic amente en los contrainterrogatorios a los 

expertos ofrecidos por las otras partes en el proceso.  

 

 

Capítulo III  

Ministerio Público  

 

Facultades del Ministerio Público  

Artículo 36. Dentro del proceso penal, el Ministerio Público tendrá las siguientes 

faculta des:  

 

I.  Recibir las denuncias y querellas;  

 

II.  Ejercer la acción penal pública en la forma establecida en la ley;  

 

III.  Practicar los actos de investigación para esclarecer los hechos materia de la denuncia 

o querella;  

 

IV.  Ordenar a la policía que impida el acceso a toda persona ajena a las diligencias de 

recopilación de información y proceda a la clausura temporal, si se trata de local 

cerrado, o a su aislamiento, si se trata de lugar abierto;  

 

V.  Ordenar y dirigir la investigación preliminar de los actos que así lo req uieran, así como 

ordenar el cuidado de los rastros e instrumentos del delito y su conservación;  

 

VI.  Vigilar que la policía cumpla con los requisitos de legalidad de los actos de investigación 

preliminar que ésta lleve a cabo, bajo su dirección;  

 

VII.  Solicitar aut orización judicial cuando la naturaleza de los actos de investigación así lo 

ameriten;  
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VIII.  Solicitar la reparación del daño en los casos que resulte procedente;  

 

IX.  Intervenir en las audiencias del proceso;  

 

X.  Vigilar el cumplimiento de las medidas cautelares y otras condiciones específicas que 

imponga la autoridad judicial, en el ámbito de su competencia; y  

 

XI.  Las demás previstas en la ley.  

 

Carga de la prueba  

Artículo  37. Corresponde al Ministerio Público la carga de la prueba para demostrar la 

existencia de los  hechos atribuidos al inculpado, así como su culpabilidad en los casos de 

acción penal pública. Cuando la acción penal haya sido ejercida por un acusador particular, 

corresponde a éste esa carga procesal.  

 

La inobservancia de la carga de la prueba se traducirá en sentencia absolutoria cuando, 

habiéndose celebrado la audiencia de juicio oral, no se haya acreditado el hecho atribuido al 

inculpado o su culpabilidad.  

 

Objetividad y deber de lealtad  

Artículo  38. El Ministerio Público otorgará, conforme a la  ley, información objetiva y 

completa a los demás actores procesales sobre la investigación realizada y los conocimientos 

alcanzados.  

 

El Ministerio Público deberá referirse tanto a los elementos de cargo como a los de 

descargo, procurando recoger con urg encia los elementos probatorios a fin de determinar si 

se ejerce o no la acción penal o si se solicita o no el sobreseimiento.  

 

El Ministerio Público deberá solicitar el sobreseimiento en las audiencias que así le 

permitan o a pedir en la audiencia del jui cio oral la absolución del inculpado o la aplicación de 

una pena más leve a la solicitada en la acusación, cuando surjan elementos que conduzcan a 

esas conclusiones de conformidad con las leyes penales.  

 

Reserva durante la investigación  

Artículo  39. El Min isterio Público no podrá proporcionar a terceros no legitimados, 

datos relacionados con la investigación que practica, ordena o dirige, en protección del 

inculpado, víctima o el ofendido, testigos y peritos, o de cualquier otro interviniente o persona 

y de  la eficacia de esas funciones.  

 

Facultades coercitivas y disciplinarias del Ministerio Público  

Artículo  40. El Ministerio Público cuenta con las siguientes medidas coercitivas y 

disciplinarias:  

 

I.  Para el cumplimiento de sus determinaciones, podrá utilizar los siguientes medios de 

apremio:  

 

a)  Apercibimiento;  
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b)  Multa de uno a doscientas veces la Unidad de Medida y Actualización diaria; o  
Inciso  reformad o P.O. 01 -07 - 201 6  

 

c)  Uso de la fuerza pública.  

 

En la aplicación de los anteriores medios, no será necesario seguir el orden establecido 

en esta fracción.  

 

II.  Son medidas disciplinarias las siguientes:  

 

a)  Apercibimiento;  

 

b)  Multa de uno a doscientas veces la Unidad de  Medida y Actualización diaria;  
Inciso  reformad o P.O. 01 -07 - 201 6  

 

c)  Uso de la fuerza pública; o  

 

d)  Arresto hasta por treinta y seis horas.  

 

En la aplicación de las medidas a que se refiere esta fracción, no será necesario seguir 

el orden establecido, con excepción del arresto que se aplicará prev io apercibimiento.  

 

El arresto se ejecutará en el lugar destinado por la autoridad administrativa para este 

efecto.  

 

Excusa y recusación  

Artículo  41.  En la medida en que le sean aplicables, los representantes del Ministerio 

Público deberán excusarse y podrán ser recusados por los mismos motivos establecidos 

respecto de los jueces, salvo por el hecho de haber intervenido con ese carácter en otro 

procedi miento seguido en contra del inculpado.  

 

La excusa o la recusación serán resueltas por la autoridad y conforme al procedimiento 

señalado en la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de Guanajuato.  

 

 

Capítulo IV  

Policías  

 

Funciones de las policías  

Artículo  42. Cuando reciba una denuncia o una orden de autoridad competente, la 

policía lo comunicará de inmediato a su superior jerárquico y al Ministerio Público y procederá 

a impedir que los hechos produzcan consecuencias ulteriores, identificar y deten er en 

flagrancia a los probables responsables y preservar el lugar de los hechos.  

 

Atribuciones de la policía en funciones de investigación  

Artículo  43. En el ejercicio de investigación de delitos, las policías actuarán bajo la 

conducción y mando del Mini sterio Público.  
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Los miembros de la Policía investigadora tendrán las siguientes facultades y 

obligaciones:  

 

I.  Recibir noticias de los hechos presuntamente constitutivos del delito y recopilar 

información sobre los mismos. En estos casos, la policía deberá informar al Ministerio 

Público inmediatamente;  

 

II.  Confirmar la información que reciba, cuando ésta provenga de una fuente no 

identificada, y hacerla constar en un registro destinado a tales fines, en el que se 

asentarán el día, la hora, el medio y los datos del servidor público interviniente;  

 

III.  Prestar el auxilio urgente que requieran las víctimas u ofendidos;  

 

IV.  Proteger a testigos y peritos;  

 

V.  Cuidar que los rastros e instrumentos del delito sean conservados. Para este efecto, 

impedirán el acceso a toda persona  ajena a las diligencias de recopilación de 

información y procederá a la clausura, si se trata de local cerrado, o a su aislamiento, 

si se trata de lugar abierto. Evitará que se alteren o borren de cualquier forma los 

rastros o vestigios del hecho o se rem uevan los instrumentos usados para llevarlo a 

cabo mientras no interviniere personal experto y cuando tengan autorización por la 

Procuraduría General de Justicia del Estado, los recolectará, embalará y etiquetará 

observando la cadena de custodia;  
Fracción reformada P.O. 1 2 - 0 8 -201 1  

 

VI.  Entrevistar a los testigos presumiblemente útiles para descubrir la verdad. Cuando los 

testigos sean menores de edad, deberán estar acompañados por quienes ejerzan la 

patria potestad, custodia o tutela, salvo que éstos no pudieren estar presentes, en cuyo 

caso estarán acompañados por una institución pública de asistencia familiar o de 

derechos humanos.  Las entrevistas se harán constar en un registro de las diligencias 

policiales efectuadas;  

 

VII.  Practicar las diligencias orien tadas a la identificación física de los autores y partícipes 

del hecho;  

 

VIII.  Recabar los datos que sirvan para la identificación del inculpado;  

 

IX.  Reunir toda la información de urgencia que pueda ser útil al Ministerio Público;  

 

X.  Realizar detenciones en los caso s que autoriza la Constitución Política para el Estado 

de Guanajuato;  

 

XI.  Informar y proveer de la información que requiera el Ministerio Público, para que 

solicite una orden del Juez de Control o la actuación jurisdiccional en el desahogo de 

prueba anticipada; y  

 

XII.  Las demás que señale la presente ley.  
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Dirección funcional de la policía  

Artículo  44. Los servidores públicos y los agentes de los cuerpos de seguridad pública 

deberán cumplir inmediatamente las órdenes que les dirijan los jueces y el Minis terio Público.  

 

El Ministerio Público dirigirá y orientará a la policía investigadora y a los cuerpos de 

seguridad pública cuando éstos deban prestar auxilio en las labores de investigación.  

 

La autoridad administrativa no podrá revocar, alterar o retardar  una orden emitida por 

el Ministerio Público o por los jueces.  

 

Deber policial de observación de formalidades  

Artículo  45. Los servidores públicos de los cuerpos de seguridad pública serán 

considerados oficiales o agentes de la policía de investigación, cu ando cumplan las funciones 

que la ley y este ordenamiento les impone.  

 

En estos casos, en cuanto realicen actos propios de policía de investigación, estarán 

bajo la dirección y autoridad del Ministerio Público, sin perjuicio de la autoridad general 

adminis trativa a que estén sometidos.  

 

Formalidades  

Artículo  46. Los servidores y agentes de la policía respetarán las formalidades 

previstas para la investigación y subordinarán sus actos a las instrucciones de carácter general 

o particular que emita el Ministerio Público.  

 

La policía actuará conforme a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 

profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos.  

 

Restricciones a los integrantes de los cuerpos policiales  

Artículo  47. La policía no podrá  recibir declaración al inculpado, pero podrá 

entrevistarlo para constatar su identidad.  

 

En caso de que el inculpado manifieste su deseo de declarar, deberá hacerlo saber de 

inmediato al Ministerio Público para que se le reciba su declaración con las form alidades 

previstas en este ordenamiento.  

 

 

Capítulo V  

Víctima u Ofendido  

 

Víctima u ofendido  

Artículo  48. Se considerará víctima u ofendido a las personas a que se refiere la Ley 

de Atención y Apoyo a la Víctima y al Ofendido del Delito en el Estado de Gua najuato.  

 

Derechos de la víctima u ofendido  

Artículo  49. Cuando realice la denuncia o la querella, o en su primera intervención en 

la investigación o en el proceso, la víctima u ofendido será informada que tiene derecho a:  

 

I.  Que se la hagan saber sus derec hos constitucionales;  
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II.  Intervenir conforme se establece en este ordenamiento;  

 

III.  Ser notificado personalmente de las resoluciones que finalicen el proceso y escuchado 

antes de cada decisión que implique la extinción o suspensión de la acción penal y, en 

su caso, citado, a la audiencia correspondiente, siempre que exista noticia de su 

domicilio;  

 

IV.  Tomar la palabra después de los informes finales y antes de concederle la palabra final 

al inculpado, en todos los casos en que esté presente en la audiencia;  

 

V.  A ser  interrogada o a participar en el acto para el cual fue citada, en el lugar de su 

residencia, si por su edad, condición física o psíquica, se le dificulta gravemente su 

comparecencia ante cualquier autoridad del proceso penal, para ello, deberá requerir 

la dispensa, por sí o por un tercero, con anticipación;  

 

VI.  Recibir asesoría jurídica, atención médica, psicológica y protección especial de su 

integridad física o psíquica, con inclusión de su familia inmediata, cuando reciba 

amenazas o corra peligro en razón del papel que cumple en el proceso penal;  

 

VII.  Interponer, en los supuestos previstos, los recursos y medios de impugnación que esta 

ley establece;  

 

VIII.  Presentar la querella y otorgar el perdón, en los delitos previstos por la ley;  

 

IX.  La reparación del daño causado  por el delito;  

 

X.  Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y 

restitución de sus derechos;  

 

XI.  Presentar la acusación particular conforme a las formalidades previstas en este 

ordenamiento;  

 

XII.  Tener acceso a los registros y a o btener copia de los mismos, salvo las excepciones 

previstas por la ley;  

 

XIII.  Designar a un asesor jurídico que deberá cumplir con  los requisitos que esta ley señala 

para los representantes;  

 

XIV.  Que el Ministerio Público le reciba los datos o medios de prueba con los que cuente;  

 

XV.  Solicitar la reapertura de la investigación cuando se haya decretado la suspensión;  

 

XVI.  No ser objeto de información por los medios de comunicación o presentada ante la 

comunidad sin su consentimiento, en resguardo de su identidad y otros  datos 

personales; y  
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XVII.  Los demás que en su favor establezcan las leyes.  

 

 

Capítulo VI  

Inculpado  

 

Denominación  

Artículo  50. Se denominará inculpado a quien sea señalado por el Ministerio Público 

o, en su caso, por el acusador particular, como posible autor o  partícipe de un hecho punible.  

 

Derechos del inculpado  

Artículo  51. El Ministerio Público y los jueces, según corresponda, harán saber al 

inculpado, de manera inmediata y comprensible en el primer acto en que participe, que tiene 

los siguientes derechos:  

 

I.  Que se presuma su inocencia;  

 

II.  Conocer los hechos que se le imputan, los derechos que le asisten y, en su caso, el 

motivo de su privación de libertad, así como el servidor público que la ordenó, 

exhibiéndole, según corresponda, la orden emitida en su contr a, así como su derecho 

a no autoincriminarse, y a declarar o guardar silencio, el cual no podrá ser utilizado en 

su perjuicio;  

 

III.  Obtener su libertad, en el caso de detención en flagrancia y cuando el Ministerio Público 

no pretenda solicitar prisión preventi va, sin perjuicio de que pueda fijarle una caución, 

conforme a lo previsto a la medida cautelar consistente en garantía económica, a fin 

de asegurar su comparecencia ante el juez y la reparación del daño;  
Fracción reformada P.O. 1 2 - 0 8 -201 1  

 

IV.  Tener una comunicación inmediata y efectiva con la persona, asociación, agrupación o 

entidad que desee;  

 

V.  Ser asistido, desde que haya sido señalado como posible autor o partícipe del hecho 

punible, por el abogado defensor que designe él, por quien tenga designado o en 

defecto de éste, por un abogado defensor público. La intervención del defensor no 

menoscabará el derecho del inculpado a intervenir, formular peticiones y hacer 

observaciones por sí mismo;  

 

VI.  Reunirse con su defensor en confidencialidad;  

 

VII.  Que se le reciba n los testigos y demás datos y medios de prueba pertinentes que 

ofrezca, auxiliándosele para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio 

razonablemente solicite y que puedan ser útiles para esclarecer los hechos;  

 

VIII.  Que se le faciliten oportunamente todos los datos que solicite para su defensa y que 

consten en el proceso, salvo las excepciones previstas por  esta ley;  
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IX.  Ser asistido gratuitamente por un traductor o intérprete si no comprende o no habla el 

español;  

 

X.  Presentarse o ser prese ntado al Ministerio Público o al tribunal, para ser informado y 

enterarse de los hechos que se le imputan;  

 

XI.  Entrevistarse con su defensor previamente a declarar y a que el mismo o en su defecto 

un defensor nombrado por el juez, esté presente en todos los a ctos en que así se 

requiera;  

 

XII.  No ser sometido a técnicas ni métodos que induzcan o alteren su libre voluntad o 

atenten contra su dignidad;  

 

XIII.  No se utilicen, en su contra, medios que impidan su libre movimiento en el lugar y 

durante la realización de un acto  procesal, sin perjuicio de las medidas que resulten 

necesarias para la seguridad y vigilancia que, en casos especiales, estime ordenar el 

tribunal o el Ministerio Público; y  
Fracción reformada P.O. 1 2 - 0 8 -201 1  

 

XIV.  Ser juzgado en audiencia pública antes de cua tro meses cuando se trate de delitos 

cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si excediere 

de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa.  

 

El Ministerio Público y los jueces se cerciorarán que el inculpado haya c omprendido sus 

derechos.  

 

Identificación  

Artículo  52. El inculpado deberá suministrar los datos que permitan su identificación 

personal y mostrar algún documento de identidad.  

 

Si no los suministra o se estima necesario, se solicitará constancia a las autoridades 

correspondientes, sin perjuicio de que se practique su identificación física con base en sus 

señas particulares e impresiones digitales.  

 

También podrá recurrirse a la identificación por testigos en la forma prescrita para los 

reconocimientos, o a otros medios que se consideren útiles. La duda sobre los datos obtenidos 

no alterará el curso del proceso y los errores referentes a ellos podrán corregirse en cualquier 

oportunidad, aun durante la ejecución penal.  

 

Estas medidas podrán aplicarse incl uso contra la voluntad del inculpado.  

 

Domicilio  

Artículo  53. En su primera intervención, el inculpado deberá indicar su domicilio y 

señalar el lugar o la forma para recibir notificaciones. Deberá mantener actualizada esta 

información.  
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La falta de informa ción sobre sus generales, o el proporcionar datos falsos sobre éstos, 

podrán ser considerados como indicios de sustracción a la acción de la justicia, para efectos 

de la aplicación de medidas cautelares.  

 

Obligaciones  

Artículo  54. El inculpado tiene la obl igación de comparecer cuando sea citado por el 

juez o por el Ministerio Público para la realización de alguna diligencia. Además deberá cumplir 

con las disposiciones emitidas legalmente por éstos.  

 

Incapacidad sobreviniente  

Artículo  55. Si durante el proce so sobreviene trastorno mental del inculpado, que 

excluya su capacidad de querer o entender los actos del proceso, o de obrar conforme a ese 

conocimiento y voluntad, el proceso se suspenderá hasta que desaparezca esa incapacidad y 

se procederá de conformid ad con lo dispuesto en el Libro Tercero, Título Único, Capítulo III de 

esta ley.  

 

Nombramiento de tutor en caso de incapacidad del  

I nculpado  dentro de los plazos constitucionales  

Artículo  56. En caso de que el estado de salud del inculpado impida a éste intervenir 

personal y conscientemente en los actos procesales a que tenga derecho, y tales actos deban 

desahogarse dentro de los plazos señalados en los artículos 16, párrafos séptimo y décimo y 

19, párrafo primero de la Constitución Política de los Estado s Unidos Mexicanos se practicarán 

con la intervención de un tutor provisional que el Juez de Control le nombrará de oficio o a 

petición de parte. Esta incapacidad procesal no será obstáculo para la aplicación de las 

medidas cautelares autorizadas por esta ley y, en su caso, podrá ser motivo para suspender 

los demás plazos procesales.  

 

Examen mental obligatorio  

Artículo  57. El inculpado será sometido, por orden judicial, a un examen psiquiátrico 

o psicológico cuando:  

 

I.  Se trate de una persona mayor de setenta  años de edad; o  

 

II.  El juez o tribunal considere que es indispensable para conocer si al momento de realizar 

el hecho típico, tuvo la capacidad de comprender el carácter ilícito de aquel y de 

conducirse de acuerdo con esa comprensión.  

 

Sustracción a la acci ón de la justicia  

Artículo  58. Se declarará sustraído a la acción de la justicia al inculpado que, sin grave 

impedimento, no comparezca a una citación, se evada del establecimiento o lugar donde esté 

detenido o tenga la obligación de residir o se ausente d e su domicilio sin aviso.  

 

La declaración de sustracción a la acción de la justicia y la consecuente orden de 

aprehensión o de comparecencia serán dispuestas por el juez competente, a solicitud del 

Ministerio Público.  

 

Efectos de la sustracción a la acción  de la justicia  
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Artículo  59. La declaración de sustracción a la justicia suspenderá el proceso con 

respecto al sustraído y continuará para los inculpados presentes, si los hubiere.  

 

La declaración de sustracción a la acción de la justicia suspende la presc ripción de la 

acción penal e implicará la revocación de las medidas cautelares personales que se hayan 

impuesto previamente al inculpado, salvo la prisión preventiva. Si el inculpado se presenta 

después de la declaratoria de sustracción a la acción de la j usticia y justifica su ausencia en 

virtud de un impedimento grave y legítimo, aquélla será revocada y no producirá el efecto 

señalado en este artículo.  

 

 

Capítulo VII  

Defensores y Representantes Legales  

 

Habilitación profesional  

Artículo  60. Sólo podrán ser defensores los abogados autorizados por las leyes 

respectivas para ejercer la profesión. Lo mismo se exigirá a los demás abogados que 

intervengan como acusadores particulares o representantes de las partes en el proceso. Para 

tal efecto, deberán consig nar, en los escritos en que figuren y al inicio de cualquier audiencia, 

el número de registro de su cédula profesional.  

 

Intervención  

Artículo  61. Los defensores designados serán admitidos en el proceso de inmediato y 

sin ningún trámite, tanto por la polic ía como por el Ministerio Público, el juez o tribunal, según 

sea el caso.  

 

El ejercicio como defensor será obligatorio para el abogado que acepte intervenir en el 

proceso, salvo excusa fundada.  

 

Garantías para el ejercicio de la defensa  

Artículo  62. Los de fensores tendrán las siguientes garantías:  

 

I.  Admitir y ejercer de forma libre, sin presión, coacción o intimidación de ningún tipo, la 

representación legal de cualquier persona a la que se atribuya la comisión de un hecho 

delictivo;  

 

II.  Poder realizar la defen sa técnica y científica de su representado, sin que sea motivo de 

limitaciones, restricciones o abusos que afecten sus derechos o los de su representado. 

En caso de que su actividad constituya la comisión de delitos, afecte la dignidad de las 

personas o lo s fines del proceso, serán aplicables las disposiciones de esta ley; y  

 

III.  Que permanezcan a su disposición los objetos e instrumentos del delito, mientras sean 

necesarios para la defensa y sea posible su conservación.  

 

Nombramiento posterior  

Artículo  63. Dur ante el transcurso del proceso el inculpado podrá designar un nuevo 

defensor, pero el anterior no podrá separarse de la defensa, sino hasta que el nombrado 

intervenga en el proceso.  
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Impedimentos para ser defensor  

Artículo  64. No podrá ser defensor quien:  

 

I.  Haya sido condenado por alguno de los delitos previstos en el artículo 265 del Código 

Penal para el Estado de Guanajuato;  

 

II.  Haya sido testigo del hecho; o  

 

III.  Fuere inculpado o condenado por el mismo hecho o hechos conexos.  

 

En estos casos el inculpado deber á elegir nuevo defensor.  

 

Si no existiere otro defensor o el inculpado no ejerciere su facultad de elección, se 

procederá conforme a las reglas del abandono para el reemplazo.  

 

Renuncia y abandono de la defensa  

Artículo  65. El defensor podrá renunciar al ejercicio de la defensa. En este caso, el 

tribunal o el Ministerio Público fijará un plazo para que el inculpado nombre otro. Si no lo 

nombra, se le designará un defensor público. El renunciante no podrá abandonar la defensa 

mientras no intervenga el nuevo  defensor. No se podrá renunciar durante las audiencias ni 

una vez notificado del señalamiento de ellas.  

 

Si el defensor, sin causa justificada, abandona la defensa o deja al inculpado sin 

asistencia técnica, con independencia de las responsabilidades en q ue incurriere, no podrá ser 

nombrado nuevamente. En tal caso, se nombrará un defensor público. La decisión se 

comunicará al inculpado y se le instruirá sobre su derecho de elegir otro defensor.  

 

Cuando el abandono ocurra dentro de los diez días anteriores a la fecha señalada para 

la audiencia del juicio oral, podrá aplazarse su comienzo, hasta por quince días, para la 

adecuada preparación de la defensa, considerando la complejidad del caso, las circunstancias 

del abandono, las posibilidades de aplazamiento y el fundamento de la solicitud del nuevo 

defensor.  

 

Número de defensores  

Artículo  66. El inculpado podrá designar los defensores que considere convenientes, 

pero sólo uno podrá hacer uso de la palabra cada vez que les sea concedida.  

 

Cuando intervengan dos o más defensores, la notificación practicada a uno de ellos 

tendrá validez respecto de todos y la sustitución de uno por otro no alterará trámites ni plazos.  

 

Defensor común  

Artículo  67. La defensa de varios inculpados en un mismo proceso por un defens or 

común es admisible, siempre que no existan intereses contrapuestos entre ellos.  

 

 

TÍTULO TERCERO  

ACTOS PROCESALES  
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Capítulo I  

Formalidades  

 

Idioma de las actuaciones de la autoridad  

Artículo  68.  Los actos procesales se llevarán a cabo en español.  

 

Deber á proveerse traductor o intérprete, según corresponda, a las personas que 

ignoren el español, a quienes se les permita hacer uso de su propio idioma, así como a quienes 

tengan algún impedimento para darse a entender. El inculpado, así como la víctima o el 

ofendido, podrán nombrar traductor o intérprete de su confianza, por su cuenta. En ambos 

casos preferentemente deberán comprender la terminología legal.  

 

Si se trata de un mudo que sepa leer y escribir, se le harán oralmente las preguntas y 

las responderá p or escrito; si fuere sordomudo, las preguntas y respuestas serán escritas. Si 

dichas personas no supieren leer o escribir, se nombrará intérprete a un maestro de 

sordomudos o, a falta de él, a alguien que sepa comunicarse con el interrogado.  

 

Los documentos y las grabaciones en un idioma distinto del español deberán ser 

traducidos.  

 

En el caso de grupos de personas que pertenezcan a pueblos indígenas se les nombrará 

intérprete, aún cuando hablen el español, si así lo solicitan.  

 

El tribunal podrá p ermitir, expresamente, el interrogatorio directo en otro idioma o 

forma de comunicación; pero, en tal caso, la traducción o la interpretación precederán a las 

respuestas.  

 

Lugar  

Artículo  69.  El juez o el tribunal celebrarán las audiencias, vistas y debates  en la sala 

de audiencias, excepto si ello pudiere provocar una grave alteración del orden público, no 

garantiza la defensa de alguno de los intereses comprometidos en el juicio o se obstaculice 

seriamente su realización.  

 

Cuando lo considere necesario par a la adecuada apreciación de determinadas 

circunstancias relevantes del caso, la autoridad judicial podrá constituirse en lugar distinto de 

la sala de audiencias, dentro del territorio estatal, previas las medidas pertinentes para 

garantizar el desarrollo de la diligencia.  

 

Tiempo  

Artículo  70. Los actos procesales podrán ser realizados en cualquier día y a cualquier 

hora, salvo disposición legal en contrario.  

 

La autoridad consignará el lugar, la fecha y la hora en que se cumplan. La omisión de 

estos datos  no tornará nulo el acto, salvo que no pueda determinarse, de acuerdo con los 

datos del registro y otros conexos, la fecha y hora en que se realizó.  

 

Actuaciones urgentes  
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Artículo  71.  La suspensión del plazo de prescripción de la acción penal o la suspens ión 

del proceso, no serán obstáculo para la celebración de las actuaciones urgentes o inaplazables 

que así lo consideren el Ministerio Público o el Juez de Control.  

 

Resguardos  

Artículo  72. Cuando se pretenda utilizar registros de imágenes o sonidos en el juicio, 

se deberá reservar el original en condiciones que aseguren su inviolabilidad hasta la audiencia 

del debate, sin perjuicio de la obtención de copias que podrán utilizarse a otros fines del 

proceso.  

 

Las formalidades  de los actos deberán constar en el mismo registro y, en caso de no 

ser posible, en un acta complementaria.  

 

Tendrán la validez y eficacia de un documento físico original, los archivos de 

documentos, mensajes, imágenes, bancos de datos y toda aplicación almacenada o 

transmitida por medios  electrónicos, informáticos, magnéticos, ópticos, telemáticos o 

producidos por nuevas tecnologías, destinados a la tramitación de los procesos, ya sea que 

contengan actos o resoluciones judiciales o ministeriales, peritajes o informes. Lo anterior 

siempre que cumplan con los procedimientos establecidos en la materia para garantizar su 

autenticidad, integridad y seguridad.  

 

Cuando el juez, el tribunal o el Ministerio Público utilicen los medios indicados en el 

párrafo anterior para consignar sus actos o resoluciones, incluidas las sentencias, los medios 

de protección del sistema serán suficientes para acreditar la autenticidad, aunque no se 

impriman en papel. El expediente informático es suficiente para acreditar la actividad procesal 

realizada.  

 

Las auto ridades judiciales, ministeriales y policiales podrán utilizar los medios referidos 

para comunicarse entre sí, remitiéndose informes, comisiones y cualquier otra documentación. 

Las partes, con las mismas exigencias para garantizar la autenticidad de sus pe ticiones, 

también podrán utilizar esos medios para presentar sus solicitudes y recursos a los tribunales.  

 

Los archivos informáticos en que conste el envío o recepción de documentos son 

suficientes para acreditar la realización de la actividad.  

 

Regla gene ral para el levantamiento de actas  

Artículo  73.  Cuando uno o varios actos deban hacerse constar en un acta, el servidor 

público que los practique la levantará haciendo constar el lugar, hora y fecha de su realización.  

 

El acta será firmada por quien practi ca el acto y, si se estima necesario, por los que 

intervinieron en él, previa lectura. Si alguien no sabe firmar, imprimirá su huella digital, y a 

su ruego firmará otra persona cuya identificación constará en el acta.  

 

Reemplazo  

Artículo  74.  El acta podrá ser reemplazada, total o parcialmente, por otra forma de 

registro, salvo disposición expresa en contrario.  
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En ese caso, quien preside el acto determinará el resguardo conveniente para 

garantizar la inalterabilidad y la identificación futura.  

 

 

Capítulo II  

Incidentes  

 

Materia de los incidentes  

Artículo  75.  Se tramitará incidentalmente conforme a las reglas de este capítulo, los 

casos en que así lo disponga la ley, así como las peticiones o planteamientos de las partes 

que no tengan tramitación expresa, y que por su naturaleza ameriten debate.  

 

Trámite a pe tición de parte  

Artículo  76.  Cuando en el desarrollo de una audiencia cualquiera de las partes 

promueva una cuestión incidental, en ella se resolverá oralmente.  

 

En los demás casos, el promovente solicitará audiencia para plantearla, la cual se 

celebrará dentro de los tres días siguientes, previa citación a las partes.  

 

En cualquiera de los supuestos planteados en los dos párrafos que anteceden, las 

pruebas en que se base la petición o el planteamiento deberán ofrecerse en la audiencia en la 

que se deduzca  y en ella misma se resolverá sobre su admisión.  

 

Si las pruebas admitidas no pueden desahogarse en la propia audiencia, para ese efecto 

se convocará a otra dentro de los tres días siguientes.  

 

Para el ofrecimiento y desahogo de las pruebas, así como para  el debate, en lo 

conducente serán aplicables las reglas previstas para el juicio oral.  

 

Trámite oficioso  

Artículo  77.  En caso de necesidad para la validez de actos procesales, el órgano 

jurisdiccional podrá plantear de oficio cuestiones materia de inciden te. Asumirá su decisión 

durante el desahogo de una audiencia, en la que escuchará a sus intervinientes.  

 

Recurso  

Artículo  78.  La decisión que resuelva un incidente será apelable.  

 

 

Capítulo III  

Actos y Resoluciones Judiciales  

 

Poder coercitivo y disciplinario judicial  

Artículo  79.  El juez cuenta con las siguientes medidas coercitivas y disciplinarias:  

 

I.  Para el cumplimiento de sus determinaciones, podrá utilizar los siguientes medios de 

apremio:  

 

a)  Apercibimiento;  
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b)  Multa de uno a doscientas veces la Unidad de Medida y Actualización diaria; o  
Inciso  reformad o P.O. 01 -07 - 201 6  

 

c)  Uso de la fuerza pública.  

 

En la aplicación de los anteriores medios, no será necesario seguir el orden establecido 

en esta fracción.  

 

II.  Son medidas disciplinarias las siguientes:  

 

a)  Apercibimiento;  

 

b)  Multa de uno a doscientas veces la Unidad de Medida y Actualización diaria;  
Inciso  reformad o P.O. 01 -07 - 201 6  

 

c)  Uso de la fuerza pública; o  

 

d)  Arresto hasta por treinta y seis horas.  

 

En la aplicación de las medidas a que se refiere esta fracción, no será necesario seguir 

el orden establecido, con excepción del arresto que se aplicará siempre previo apercibimiento.  

 

El arresto se ejecutará en el lugar destinado por la autoridad adminis trativa para este 

efecto.  

 

El juez podrá ordenar el desalojo del público de la sala de audiencias en caso de 

desorden.  

 

Restablecimiento de las cosas a su estado previo  

Artículo  80.  En cualquier estado de la causa, la autoridad judicial podrá ordenar, como 

medida provisional, el restablecimiento de la situación al estado que tenía antes del hecho.  

 

Lo anterior se hará a solicitud de la víctima, ofendido o del Ministerio Público, siem pre 

que la solicitud esté legalmente justificada y se haya constituido garantía, si se le hubiere 

señalado.  

 

Resoluciones  

Artículo  81.  La autoridad judicial dictará sus resoluciones en forma de sentencias y 

autos. Dictará sentencia para poner fin al proceso, y autos en todos los demás casos. Las 

resoluciones judiciales deberán señalar el lugar, la fecha y la hora en que se dictaron.  

 

Las resoluciones que constituyan actos de molestia y sean pronunciadas verbalmente 

en audiencia, deberán ser transcritas inmediatamente después de concluida ésta.  

 

Fundamentación y motivación de sentencias y autos  

Artículo  82.  Las sentencias se redactarán de  forma clara y circunstanciada en modo, 

tiempo y lugar y contendrán:  

 



 Ley d el Proceso Penal  para el Estado d e Guanajuato  
 
H. CONGRESO DEL ESTADO DE GUANAJUATO Expidió: LXI Legislatura 

Secretaria General Publicada: P.O. Núm. 141, Tercera Parte, 03-09-2010 

Instituto de Investigaciones Legislativas Última Reforma: P.O. Núm. 105, Segunda Parte, 01-06-2016 

 

Página 24  de 159  

 

I.  Los antecedentes del caso;  

 

II.  Una relación de los hechos probados;  

 

III.  Su fundamentación fáctica, jurídica y probatoria a la luz de la sana crítica, las reglas 

de la lógica y la experiencia ;  

 

IV.  La indicación del valor otorgado a los medios de prueba desahogados legalmente;  

 

V.  La expresión del modo como se interpretaron las normas al caso concreto; y  

 

VI.  Las razones y criterios jurídicos que revistan importancia, sin dejar de analizar los 

argumentos de las partes y las cuestiones que oficiosamente deba examinar.  

 

Los autos contendrán una sucinta descripción de los hechos o situaciones a resolver y 

la debida consideración y la fundamentación fáctica, jurídica y probatoria de los mismos.  

 

Pla zos  

Artículo  83.  Las solicitudes planteadas en audiencia deberán resolverse en la misma 

antes de que se declare cerrada e inmediatamente después de concluido el debate. Cuando la 

naturaleza del asunto así lo amerite, el juez o el tribunal podrán retirarse a reflexionar o 

deliberar de manera privada, continua y aislada, hasta por tres horas, para emitir su 

resolución.  

 

Las peticiones de las partes se harán oralmente. Cuando se hagan por escrito, el juez 

citará a las partes y se resolverán en audiencia, siguiendo para su tra mitación, lo dispuesto 

en esta ley para los incidentes.  

 

Se aplicarán estas disposiciones salvo que la ley establezca otros plazos o formas.  

 

Resolución firme  

Artículo  84.  Las resoluciones judiciales que no hayan sido recurridas dentro del 

término estable cido en esta ley o habiéndolo sido, fueren confirmadas, quedarán firmes y 

serán ejecutables, sin necesidad de declaración alguna.  

 

Contra la sentencia firme sólo procede la revisión, de conformidad con lo dispuesto en 

esta ley.  

 

Copia auténtica  

Artículo  85 .  Cuando, por cualquier causa se destruya, se pierda o sea sustraído el 

original de las sentencias o de otros actos procesales necesarios, la copia auténtica tendrá el 

valor de aquel. Para tal fin, el juez o tribunal ordenará, a quien tenga la copia, entre garla al 

tribunal, sin perjuicio del derecho de obtener otra gratuitamente. La reposición también podrá 

efectuarse utilizando los archivos informáticos o electrónicos del tribunal.  

 

Cuando esos actos consten en medios informáticos, electrónicos, magnéticos  o 

producidos por nuevas tecnologías, su autenticación se hará constar por el medio o forma 

propia del sistema utilizado.  
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Reposición y repetición  

Artículo  86.  Si no existe copia de los documentos, el juez o tribunal ordenará que se 

repongan, para lo cual recibirá los datos y medios de prueba que evidencien su preexistencia 

y su contenido. Cuando esto sea imposible, dispondrá la repetición, prescribiendo el modo  de 

realizarla.  

 

 

Capítulo IV  

Comunicación entre Autoridades  

 

Reglas generales  

Artículo  87.  Cuando un acto procesal deba ejecutarse por intermedio de otra 

autoridad, el juez, el tribunal o el Ministerio Público podrán encomendarle su cumplimiento. 

Esas comunicaciones podrán realizarse con aplicación de cualquier medio que garantice su 

autenticid ad.  

 

La autoridad requerida, colaborará con los jueces o el Ministerio Público, y tramitará, 

sin demora, los requerimientos que reciba.  

 

La desobediencia a estas instrucciones motivará el uso de los medios de apremio y será 

sancionada administrativamente, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.  

 

Exhortos a autoridades extranjeras  

Artículo  88.  Los requerimientos dirigidos a jueces o a autoridades extranjeras se 

efectuarán por exhorto y se tramitarán en la forma establecida por los Tratados  

Internacionales en el país y las leyes federales.  

 

No obstante, en casos de urgencia podrán dirigirse comunicaciones a cualquier 

autoridad judicial o administrativa extranjera, anticipando el exhorto o la contestación a un 

requerimiento, sin perjuicio de que con posterioridad se formalice la gestión, según lo previsto 

en el párrafo anterior.  

 

Exhortos de otras jurisdicciones  

Artículo  89.  Los exhortos de otras jurisdicciones serán diligenciados, sin retardo, 

siempre que no perjudiquen la jurisdicción del tr ibunal y se encuentren ajustados a derecho.  

 

Los exhortos recibidos por un juez del Estado de Guanajuato, provenientes de otro juez 

del mismo Estado, serán diligenciados dentro de los tres días siguientes al en que se hayan 

recibido.  

 

Retardo o rechazo de requerimientos  

Artículo  90.  Cuando el diligenciamiento de un requerimiento de cualquier naturaleza 

fuere demorado o rechazado, la autoridad requirente podrá dirigirse al superior jerárquico, y 

en caso de resultar procedente, ordenará o gestionará la tramit ación.  

 

 

Capítulo V  
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Notificaciones y Citaciones  

 

Notificaciones  

Artículo 91.  Los actos y resoluciones que requieran una intervención de las partes o 

terceros se notificarán personalmente. Se utilizará para la notificación el medio señalado por 

el interesado en su apersonamiento.  

 

Reglas sobre las notificaciones  

Artículo 92.  Las n otificaciones deberán hacerse dentro de las veinticuatro horas 

siguientes a que se hayan ordenado, salvo que se disponga un plazo menor y sólo obligarán 

a las personas debidamente notificadas.  

 

Quien haya estado presente en la audiencia en que se decretar on, se tendrá por 

notificado.  

 

Notificador  

Artículo 93.  Las notificaciones serán practicadas por el servidor público encargado o 

por quien designe el juez o el Ministerio Público, según corresponda.  

 

El servidor público dejará constancia del acto, señalará  el lugar, el día y la hora de la 

diligencia y firmará juntamente con quien reciba la copia o indicará que se negó a hacerlo o 

que no pudo firmar.  

 

Cuando se realice por teléfono se dejará constancia sucinta de la conversación y el 

nombre de la persona que  dijo recibir el mensaje.  

 

Cuando sea por medio de fax, correo o cualquier otro medio electrónico, se imprimirá 

la copia de envío y se agregará al registro.  

 

Lugar para notificaciones  

Artículo 94.  En su primera comparecencia, toda persona deberá señalar un domicilio 

para recibir notificaciones, ubicado dentro de la circunscripción territorial del tribunal, además 

de otro medio por el que pueda ser notificado.  

 

El Ministerio Público, los defensores y demás servidores públicos serán notificados en 

sus respectivas oficinas, sin perjuicio de hacerlo por cualquier otro medio, a solicitud de éstos.  

 

A quien se encuentre privado de su libertad se le notificará en el lugar de su reclusión.  

 

Quien no haya s eñalado medio ni domicilio para ser notificado, o en el señalado no se 

puede notificar, será notificado por lista.  

 

Notificación a la defensa y representantes legales  

Artículo 95.  Las notificaciones serán hechas sólo al defensor o representante legal, 

exce pto si se ordena lo contrario.  

 

El defensor y el representante legal serán responsables de los daños y perjuicios que 

su negligencia cause a los intervinientes.  
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Notificación de escritos  

Artículo 96.  Para la notificación o el traslado de cualesquier docum ento, se entregará 

una copia al interesado, debiendo recabar constancia del acto. Si no se encontrare o se negare 

a recibirla, se fijará en la puerta del domicilio señalado.  

 

Otras formas de notificación  

Artículo 97.  Sólo por causa justificada serán válidas las notificaciones hechas de 

diversa forma a las señaladas anteriormente, si así fueron ordenadas y se realizaron conforme 

a lo ordenado.  

 

Notificaciones nulas  

Artículo 98.  La notificación será nula siempre que cau se estado de indefensión o no 

se haya hecho conforme a lo ordenado, pero si la persona mal notificada se manifiesta 

sabedora del acto, se tendrá por bien hecha.  

 

Citación  

Artículo  99.  Cuando por algún acto procesal sea necesaria la presencia de una 

persona, la autoridad que conoce del asunto deberá ordenar su citación por cualquier medio 

de comunicación que garantice la autenticidad y recepción del mensaje. En tal caso, deberá 

hacerse saber el objeto de la citación y el proceso en el que ésta se dispuso; además, se 

deberá advertir que si la orden no se obedece sin causa justificada, la persona podrá ser 

conducida por la fuerza pública y pagará los gastos que ocasione.  

 

En caso necesario , el erario estatal cubrirá los gastos de asistencia de quienes sean 

citados.  

 

Comunicación de actuaciones del Ministerio Público  

Artículo 100.  Cuando en el curso de una investigación, un agente del Ministerio 

Público deba comunicar alguna actuación o reso lución, o considere necesario citar a una 

persona, podrá hacerlo por cualquier medio que garantice la autenticidad y la recepción del 

mensaje.  

 

Serán aplicables, en lo que corresponda, las disposiciones de este capítulo.  

 

 

Capítulo VI  

Plazos  

 

Reglas generales  

Artículo  101.  Los actos procesales serán cumplidos en los plazos establecidos en este 

ordenamiento. Cuando no se establezca un plazo determinado para un acto procesal, se 

entenderá que es de tres días.  

 

Los plazos legales serán improrrogables, sa lvo que la ley los exceptúe de esta regla 

general.  
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Los plazos individuales correrán a partir del día siguiente a aquél en que se haya 

efectuado la notificación al interesado. Los plazos comunes desde el día siguiente a la última 

notificación que se practi que. En ambos casos, el último día del plazo se contará completo.  

 

Cuando un plazo se otorgue por horas se contarán de momento a momento, a partir 

de la hora en que haya sido hecha la notificación correspondiente.  

 

Cómputo de plazos fijados a favor de la l ibertad del inculpado  

Artículo 102.  Los plazos establecidos en protección de la libertad del inculpado serán 

improrrogables.  

 

Renuncia o abreviación de los plazos procesales  

Artículo  103.  Los intervinientes en cuyo favor se haya establecido un plazo, podrán 

renunciar a él o consentir en su abreviación mediante manifestación expresa. En caso de plazo 

común deben expresar su voluntad todos los intervinientes a los que les sea aplicable.  

 

Rep osición del plazo  

Artículo  104.  Quien no haya podido observar un plazo por un acontecimiento 

insuperable, caso fortuito o irregularidad en la comunicación procesal, o por cualquier otra 

causa que no le sea atribuible, podrá solicitar su reposición total o parcial. El juez citará a los 

intervinientes, dentro de los siguientes tres días, a una audiencia en la que, después de 

escucharlas y desahogar las pruebas que se ofrezcan, resolverá si procede o no la reposición 

y los efectos que tendrá respecto de los ot ros actos del proceso. Esta audiencia se desahogará 

aun cuando los demás intervinientes no acudan a ella, pero si no asiste el solicitante, se le 

tendrá por desistido de su solicitud de reposición salvo que, extraordinariamente y por una 

única ocasión, jus tifique su nueva inasistencia.  

 

La solicitud de reposición del plazo deberá hacerse dentro de los tres días siguientes a 

la inasistencia que constituyó el impedimento.  

 

 

Capítulo VII  

Nulidades  

 

Nulidad de los actos procesales  

Artículo 105.  No deberán ser admitidos o, en su caso no podrán ser valorados, para 

fundar una decisión judicial, ni utilizados como presupuesto de ella, los actos que impliquen 

violación de derechos fundamentales o inobservancia de las garantías del debido proceso lega l 

señalados en este ordenamiento.  

 

Serán nulos los actos procesales que, debiéndose realizar con intervención del juez o 

tribunal por disposición de la ley, sean cumplidos ante subalternos a quienes aquéllos hubieran 

delegado tal función.  

 

Sólo los actos c on defectos formales podrán ser convalidados, una vez lo cual, serán 

eficaces.  

 

Convalidación de defectos formales  
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Artículo  106.  Los actos procesales con defectos formales podrán ser convalidados 

hasta antes de la audiencia de juicio oral.  

 

El acto procesal con defectos formales se considerará convalidado, y así podrá 

declararse, cuando a pesar de su irregularidad haya conseguido su fin respecto de todos los 

interesados.  

 

Defectos absolutos de los actos procesales  

Artículo  107. Los actos procesales c on defectos absolutos no son convalidables.  

 

 

TÍTULO CUARTO  

JURISDICCIÓN  

 

Capítulo I  

Jurisdicción y Competencia  

 

Jurisdicción penal  

Artículo  108. Corresponde a la jurisdicción penal estatal el conocimiento de los hechos 

punibles previstos en las leyes penales del Estado de Guanajuato, así como lo previsto en 

otras leyes, cuyo conocimiento les sea otorgado a las autoridades estatales.  

 

Los jueces y tribunales tienen la potestad pública para conocer los procesos penales, 

decidirlos y vigilar que la ejecuc ión de sus resoluciones se realice en la forma prevista por esta 

ley.  

 

Extensión de la jurisdicción  

Artículo  109. La jurisdicción penal del Estado se extenderá a los hechos delictivos 

cometidos, en todo o en parte, en su territorio, y a aquéllos cuyos efe ctos se produzcan en él, 

salvo lo prescrito por las leyes federales.  

 

Prevalencia del criterio jurisdiccional  

Artículo  110. Los actores procesales deben acatar las resoluciones de jueces y 

tribunales.  

 

Las partes, la víctima o el ofendido tendrán derecho a impugnarlas por los medios y en 

las formas establecidas por la ley.  

 

Obligatoriedad, gratuidad y publicidad  

Artículo 111. La función de los tribunales en los procesos es obligatoria, gratuita y 

pública. Los casos de diligencias o actuaciones reservadas s erán señalados expresamente por 

la ley.  

 

Carácter improrrogable  

Artículo  112. La competencia penal de los jueces es improrrogable, salvo en los casos 

expresamente previstos por este ordenamiento.  

 

Reglas de competencia  



 Ley d el Proceso Penal  para el Estado d e Guanajuato  
 
H. CONGRESO DEL ESTADO DE GUANAJUATO Expidió: LXI Legislatura 

Secretaria General Publicada: P.O. Núm. 141, Tercera Parte, 03-09-2010 

Instituto de Investigaciones Legislativas Última Reforma: P.O. Núm. 105, Segunda Parte, 01-06-2016 

 

Página 30  de 159  

 

Artículo  113. Para determinar la competencia territorial de los tribunales y jueces, se 

observarán las siguientes reglas:  

 

I.  Los tribunales tendrán competencia sobre los hechos punibles cometidos dentro de la 

circunscripción judicial donde ejerzan sus funciones. Si existen varios en una mis ma 

circunscripción, se dividirá el trabajo de modo equitativo;  

 

II.  Cuando el hecho punible haya sido cometido en el límite de dos circunscripciones 

judiciales o en varias de ellas, será competente el tribunal de cualquiera de aquellas;  

 

III.  En el caso de delitos  cometidos fuera del territorio del Estado, a que se refiere el artículo 

1º. del Código Penal para el Estado de Guanajuato, es competente el tribunal del lugar 

en que cause efectos el hecho punible, o, en su defecto, cualquiera del Estado ante 

quien ejerci te acción penal el Ministerio Público;  

 

IV.  Tratándose de delitos continuados o permanentes, es competente cualquiera de los 

tribunales en cuya jurisdicción se haya ejecutado; y  

 

V.  Cuando el lugar de comisión del hecho punible sea desconocido, será competente el  

tribunal de la circunscripción judicial donde se encuentre el inculpado. Si 

posteriormente se descubre el lugar de comisión del delito, continuará la causa el 

tribunal de este último lugar, salvo que con esto se produzca un retardo procesal 

innecesario o se perjudique la defensa.  

 

Competencia por razón de seguridad  

Artículo  114. Será competente un juez distinto al del lugar de comisión del delito, 

cuando la autoridad judicial, de oficio o a petición de parte, estime necesario trasladar a un 

procesado a alg ún otro centro de reclusión, por razones de seguridad relacionadas con las 

características del hecho punible, circunstancias personales del inculpado o cualquier otra que 

impida garantizar el desarrollo adecuado del proceso.  

 

Cuando por las mismas razones el Ministerio Público intente ejercer la acción penal 

ante un juez distinto al del lugar de la comisión del delito, el juez decidirá fundada y 

motivadamente en audiencia que se celebrará dentro de las dos horas siguientes.  

 

Competencia de los jueces de eje cución  

Artículo  115. Salvo lo dispuesto por esta ley, el Juez de Ejecución será competente 

para conocer sobre las cuestiones planteadas por los sentenciados que se encuentren 

recluidos, o lo hayan estado, en el centro penitenciario del lugar en el que aqué l tenga su 

sede.  

 

Cuando se hubiera impuesto una medida de seguridad, será competente el Juez de 

Ejecución del lugar donde se encuentre el establecimiento correspondiente o, en su caso, el 

del domicilio del que se encuentra sujeto a ella.  

 

Incompetencia po r declinatoria  

Artículo 116.  Las partes solo podrán promover cuestiones de competencia ante el 

juez o tribunal que esté conociendo del caso, quien en audiencia que señale para el efecto 
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escuchará a los intervinientes y decidirá si reconoce su competencia o  admite su 

incompetencia. En el primer caso, continuará en el conocimiento del asunto; en el segundo 

supuesto, lo remitirá a quien considere competente.  

 

La inasistencia del promovente a la audiencia, implicará el desistimiento de la cuestión 

de la incompe tencia planteada.  

 

La audiencia se desahogará dentro de los tres días siguientes de la promoción de la 

incompetencia.  

 

Incompetencia  

Artículo  117. En cualquier estado del proceso, salvo las excepciones previstas en este 

ordenamiento, el órgano jurisdiccional que decrete su incompetencia, previa resolución de las 

cuestiones urgentes, remitirá las actuaciones al que considere competente y, si tuviere 

detenidos, los pondrá a su disposición. Al efecto, podrá actuar incluso de oficio.  

 

Si quien recib e las actuaciones discrepa de ese criterio, las remitirá al tribunal de 

alzada, que, sin mayor trámite, analizará los argumentos de los jueces contendientes y se 

pronunciará sobre el conflicto, remitiendo las diligencias al que considere competente. En 

tan to se decide, conocerá de las cuestiones procesales urgentes que se presenten el órgano 

jurisdiccional receptor, para cuyo efecto dejará en su poder antecedentes del caso.  

 

Cuando surja conflicto porque varios jueces de control conozcan de una misma causa,  

mientras no se resuelva, cada uno de ellos estará facultado para realizar las actuaciones 

urgentes y otorgar las autorizaciones que, con el mismo carácter, les solicite el Ministerio 

Público. De los jueces entre quienes se suscite la contienda, aquél en c uyo territorio 

jurisdiccional se encuentre el inculpado, o en su caso, el que hubiera prevenido, resolverá 

sobre la libertad de los que estén privados de ella.  

 

En tales supuestos, además de las partes, cualquiera de los jueces podrá someter el 

conflicto a l tribunal de alzada, el que actuará conforme a lo previsto por el segundo párrafo 

de este artículo.  

 

La inobservancia de las reglas sobre competencia producirá la ineficacia de lo actuado 

por juez incompetente después de haberse resuelto el conflicto, sal vo disposición en contrario.  

 

Recurso  

Artículo 118. Las decisiones de los tribunales que nieguen declarar su incompetencia 

o aceptarla exclusivamente en los supuestos previstos en el artículo 114 de esta ley serán 

apelables.  

 

Suspensión por cuestiones de competencia  

Artículo 119. Las cuestiones de competencia no suspenderán el proceso. No obstante, 

si se producen antes de celebrarse la audiencia en que se deba emitir sentencia, lo 

suspenderán hasta la resolución del conflicto de competencia.  

 

Cuando se sus tente la circunstancia de que el inculpado haya sido menor de dieciocho 

años al momento de ejecutar el hecho punible, el proceso se suspenderá en cuanto sea 
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planteada. Si estuviere detenido, será puesto a disposición del Ministerio Público especializado 

en  adolescentes, quien actuará conforme a sus atribuciones.  

 

 

Capítulo II  

Conexidad  

 

Casos de conexidad  

Artículo  120. Las causas son conexas:  

 

I.  Cuando a una misma persona se le imputen dos o más hechos punibles;  

 

II.  Si los hechos imputados han sido cometidos simultáneamente por varias personas 

reunidas o, aunque estén en distintos lugares o tiempos, hubiera mediado acuerdo 

entre ellas;  

 

III.  Si un hecho punible se ha cometido para perpetrar o facilitar la comisión de otro, o 

para procurar al culpable o a otros el p rovecho o la impunidad; y  

 

IV.  Cuando los hechos punibles hayan sido cometidos recíprocamente.  

 

Competencia en causas conexas  

Artículo  121. Cuando exista conexidad conocerá el juez o tribunal:  

 

I.  Que esté conociendo del delito sancionado con mayor punibilidad;  

 

II.  Que deba intervenir para juzgar el que se cometió primero, si los delitos son 

sancionados con la misma punibilidad;  

 

III.  Que haya prevenido, si los delitos se cometieron en forma simultánea o no consta 

debidamente cuál se cometió primero; o  

 

IV.  En todo caso, el que indique el órgano que decida el conflicto de competencia.  

 

Acumulación material  

Artículo  122. Cuando se haya dispuesto la acumulación de dos o más procesos, las 

actuaciones podrán registrarse por separado, cuando sea conveniente para el desarrollo del 

proceso, aunque en ellas intervenga el mismo juez o tribunal.  

 

Reglas de acumulación  

Artículo  123. Si en relación con el mismo hecho que motivó la acusación a varios 

inculpados, se han formulado varias acusaciones, el tribunal podrá ordenar, aún de oficio,  la 

realización de un único juicio, siempre que ello no ocasione retardos procesales.  

 

Si la acusación se refiere a varios hechos punibles, el tribunal podrá disponer que el 

debate se celebre en audiencias públicas sucesivas y continuas, para cada uno de l os hechos, 

siempre que ello no afecte el derecho de defensa ni propicie repetición de pruebas. En este 
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caso, el tribunal podrá resolver sobre la culpabilidad al finalizar cada audiencia, y fijará la pena 

correspondiente a todos los casos después de celebra r la última audiencia.  

 

Término para la acumulación  

Artículo  124. La acumulación podrá decretarse hasta antes de que se dicte el auto de 

apertura del juicio oral.  

 

Recurso  

Artículo  125. Las decisiones que ordenen o nieguen la acumulación serán apelables.  

 

 

Capítulo III  

Excusas y Recusaciones  

 

Causas de excusa  

Artículo  126. El juez o magistrado deberá excusarse de conocer:  

 

I.  De la audiencia de juicio oral o de la alzada, cuando en el mismo proceso hubiera 

actuado como Juez de Control o pronunciado o concurrido a pronunciar la sentencia, 

respectivamente;  

 

II.  Cuando hubiere intervenido como Ministerio Público, defensor, denunciante o 

querellante, acusador particular, representante legal de cualquiera de los interesados, 

o hubiera actuado como perito, consu ltor técnico o conociera del hecho investigado 

como testigo, o tenga interés directo en el proceso;  

 

III.  Si es cónyuge, concubina, concubinario, pariente dentro del cuarto grado de 

consanguinidad, afinidad o civil, de algún interesado, o éste viva o haya vivid o a su 

cargo;  

 

IV.  Si es o ha sido tutor o curador, o ha estado bajo tutela o curatela de alguno de los 

interesados;  

 

V.  Cuando él, su cónyuge, concubina, concubinario, padres o hijos, tengan un juicio 

pendiente, o sociedad o comunidad con alguno de los interesad os;  

 

VI.  Si él, su cónyuge, concubina, concubinario, padres, hijos u otras personas que vivan a 

su cargo, son acreedores, deudores o fiadores de alguno de los interesados;  

 

VII.  Cuando sea o haya sido denunciante o acusador de alguno de los interesados, o 

denunciado o acusado por ellos;  

 

VIII.  Si ha dado consejos o manifestado extra - judicialmente su opinión sobre el proceso;  

 

IX.  Cuando tenga amistad o enemistad manifiestas con alguno de los interesados;  
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X.  Si él, su cónyuge, concubina, concubinario, padres, hijos u ot ras personas que vivan a 

su cargo, hubieran recibido o reciban beneficios de alguno de los interesados o si él 

hubiera recibido presentes o dádivas;  

 

XI.  Cuando en la causa hubiere intervenido o intervenga su cónyuge, concubina, 

concubinario o algún pariente s uyo dentro del segundo grado de consanguinidad, como 

juez, Ministerio Público, defensor, testigo o perito; y  
Fracción reformada P.O. 1 2 - 0 8 -201 1  

 

XII.  Por cualquier otra causa, debidamente expresada, que afecte o pudiera afectar su 

imparcialidad.  

 

Para los fines  de este artículo, se consideran interesados: el inculpado y la víctima u 

ofendido, sus defensores o representantes, el acusador particular y el tercero civilmente 

responsable.  

 

Trámite de excusa  

Artículo  127. Cuando un juez o magistrado se excuse por resolución fundada, 

conocerá quien deba reemplazarlo conforme a las reglas establecidas en la Ley Orgánica del 

Poder Judicial del Estado de Guanajuato.  

 

Este tomará conocimiento del caso de inmediato y dispondrá el trámite por seguir, sin 

perjuicio de que envíe los antecedentes, en igual forma, al tribunal de competencia, si estima 

que la excusa no tiene fundamento. La incidencia será resuelta sin trámite.  

 

Cuando el juez forme parte de un tribunal colegiado y reconozca un motivo de excusa, 

pedirá a los res tantes miembros que dispongan su separación y éstos llamarán de inmediato 

a quien deba sustituirlo. Si estiman que la causa no tiene fundamento, así lo decidirán en 

resolución debidamente motivada.  

 

Si la excusa es planteada por más de dos miembros del tr ibunal, se enviarán los 

antecedentes y el escrito en que consten sus motivos al tribunal de competencia, quien 

resolverá lo conducente.  

 

Recusación  

Artículo  128. Las partes podrán promover la recusación del juez o magistrado, cuando 

estimen que concurre en  él alguna causa por la cual debió excusarse.  

 

Tiempo y forma de recusar  

Artículo  129. Cuando el impedimento se conozca o surja durante una audiencia, será 

planteada oralmente, bajo las mismas condiciones de admisibilidad de las promociones 

escritas y se d ejará constancia en acta de los motivos.  

 

Al plantearse la recusación se indicarán por escrito, bajo pena de inadmisibilidad, la 

causa en que se funda y los medios de prueba pertinentes.  

 

La recusación será formulada dentro de las cuarenta y ocho horas de conocerse los 

motivos en que se funda.  
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Trámite de recusación  

Artículo  130. Si el juez o magistrado admite la recusación, aplicará el procedimiento 

previsto para la excusa. De lo contrario, continuará con la audiencia y remitirá el escrito de 

recusación y su pronunciamiento respecto de cada una de las causas de recusación al órgano 

correspondiente. Si el juez o magistrado integra un tribunal colegiado, pedirá el rechazo de 

aquella a los restantes miembros.  

 

Si se estima necesario, se fijará fecha para celeb rar una audiencia dentro de los tres 

días siguientes, a la que se convocará a las partes y se recibirán las pruebas sobre la causa 

de recusación.  

 

El tribunal de alzada resolverá el incidente de inmediato, sin que contra su decisión 

proceda recurso alguno.  

 

Si se planteare recusación contra más de dos miembros del tribunal, con admisión de 

la causa o sin ella, se procederá conforme a las reglas de la excusa.  

 

Inadmisibilidad  

Artículo  131. No será admisible la recusación del órgano jurisdiccional al que 

corresponda cumplir un exhorto o requerimiento, calificar una causa de excusa o recusación, 

o resolver algún conflicto de competencia.  

 

Efectos de la recusación sobre los actos  

Artículo  132. El juez que se aparte del conocimiento de una causa y el juez rec usado 

que admita la causa de recusación sólo podrán practicar los actos urgentes que no admitan 

dilación y que, según esa circunstancia, no podrían alcanzar sus fines de ser llevados a cabo 

por quien los reemplace.  

 

Medida correctiva  

Artículo  133. A la par te que recuse con malicia o de un modo manifiestamente 

infundado le será impuesta por el tribunal que resuelva sobre la recusación, la multa que 

prevé el artículo 33 de esta ley, al momento de su promoción, con independencia de otro tipo 

de responsabilidad es.  

 

 

TÍTULO QUINTO  

ACCIÓN PENAL  

 

Capítulo I  

Disposiciones Generales  

 

Naturaleza de la acción penal  

Artículo 134.  La acción penal será pública o particular.  

 

Corresponde el ejercicio de la acción penal pública al Ministerio Público, de oficio o a 

instanci a del interesado.  
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En los casos señalados en esta ley, los particulares podrán ejercer la acción penal de 

manera autónoma.  

 

Para que la acción penal se pueda suspender, interrumpir o hacer cesar, se requiere 

disposición legal que expresamente lo autorice.  

 

Ejercicio de la acción penal pública  

Artículo  135.  La acción penal pública deberá ejercerse por el Ministerio Público en 

todos los delitos que se persigan de oficio; también deberá hacerlo en los delitos de querella 

cuando ésta haya sido interpuesta lega lmente; en este último caso, la víctima u ofendido 

podrá actuar como coadyuvante del Ministerio Público con intervención directa en todos los 

actos procesales.  

 

 

Capítulo II  

Criterios de Oportunidad  

 

Criterios de oportunidad  

Artículo 136. El Ministerio Público deberá ejercer la acción penal pública con arreglo 

a las disposiciones de esta ley.  

 

No obstante lo anterior, el Ministerio Público podrá prescindir, total o parcialmente, de 

la acción penal, limitarla a alguno o varios hechos o a alguna de las per sonas que participaron 

en ellos, en los siguientes casos:  

 

I.  Tratándose de delitos no graves cuya punibilidad no exceda del término medio 

aritmético de cinco años de prisión;  

 

II.  El inculpado haya sufrido, a consecuencia del hecho, daño físico o psíquico grave que 

torne desproporcionada la aplicación de una consecuencia jurídica del delito, o cuando 

en ocasión de un hecho culposo haya sufrido un daño moral de difícil reparación;  

 

III.  Cuando el inculpado colabore eficazmente con la investigación del hecho que se 

averigua u otros conexos, siempre que el hecho que motiva la acción penal de la cual 

se prescinde total o parcialmente, resulte más leve que aquel cuya investigación o 

persecución facilita o cuya continuación evita. No podrá aplicarse este criterio de 

opor tunidad tratándose de los delitos de homicidio calificado, feminicidio, secuestro, 

violación, tráfico de menores, corrupción de menores e incapaces, prostitución de 

menores, trata de personas, terrorismo y tortura, calificados como graves en el Código 

Penal del Estado de Guanajuato, salvo que permita preservar la vida o la libertad de la 

víctima; y  
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IV.  El inculpado tenga ochenta o más años de edad o su estado de salud sea precario, por 

lo que fuere notoriamente innecesaria e irracional la imposición de una pena privativa 

o restrictiva de libertad o medida de seguridad.  
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Cuando haya un daño que reparar, éste debe ser previamente resarcido en forma 

razonable.  

 

No podrá aplicarse un criterio  de oportunidad en los casos en que se afecte gravemente 

el interés público o los hechos sean cometidos dolosamente  por servidores públicos en ejercicio 

de su cargo o con motivo de él.  

 

Objetividad y plazo para aplicar los criterios de oportunidad  

Artículo 137. El Ministerio Público aplicará los criterios de oportunidad siguiendo las 

normas de su ley orgánica, con base en razones objetivas y sin discriminación, valorando las 

pautas descritas en cada caso y respetando además los lineamientos generales  que al respecto 

establezca la Procuraduría General de Justicia.  

 

Los criterios  de oportunidad podrán aplicarse hasta antes de que se dicte el auto de 

apertura del juicio oral.  

 

Impugnación de la aplicación del criterio de oportunidad  

Artículo 138. La decisión del Ministerio Público que aplique un criterio de oportunidad 

será impugnable en los términos del Libro Cuarto, Título Único, Capítulo II, de esta ley.  

 

Efectos del criterio de oportunidad  

Artículo 139. Cuando la decisión de aplicar un criterio de oportunidad adquiera 

firmeza, se extinguirá la acción penal con respecto a la conducta de que se trate o al inculpado 

en cuyo beneficio se dispuso la aplicación de un criterio de oportunidad.  

 

En los casos de l a fracción III del artículo 136 de esta ley, se suspenderá el ejercicio 

de la acción penal en relación con los hechos o las personas en cuyo favor se aplicó el criterio 

de oportunidad. Dicha suspensión se mantendrá  hasta quince días después de que quede 

firme la sentencia respectiva, a fin de que el Ministerio Público o el juez, en su caso, resuelva 

definitivamente sobre la extinción de la acción penal.  

 

En caso de que la colaboración a que se refiere la fracción III del artículo 136 de esta 

ley  sea falsa , haya sido proporcionada con el propósito de obstaculizar la investigación u 

obtener un beneficio, cuando no resultara útil o idónea,  el Ministerio Público la  reanudará o 

solicitará la reanudación del proceso en cualquier momento. La suspensión mencionada  no 

constituye obstáculo para la aplicación o continuación de medidas cautelares, incluyendo la 

prisión preventiva.  

 

Durante la suspensión prevista en este artículo, no corren los plazos de prescripción, 

prisión preventiva, ni el señalado para cerrar la in vestigación o concluir el proceso.  

 

 

Capítulo III  

Obstáculos para el Ejercicio y Prosecución de la Acción Penal  

 

Obstáculos procesales  

Artículo 140. No se podrá ejercer la acción penal ni en su caso pronunciarse auto de 

vinculación a proceso, cuando:  


